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DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 11.776 
ECUADOR

23 de marzo de 2011

PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
Diego Paredes Peña

PETICIONARIO: 

Alejandro Ponce Villacís
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 7.5, 8.1, y 25 en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
29 de abril de 1998

I. POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. El 8 de mayo de 1997, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por Alejandro Ponce Villacís (en adelante “el peticionario”) en la que se alegó la responsabilidad del Estado ecuatoriano (en adelante “el Estado” o “Ecuador”) por la presunta violación de los derechos a la libertad personal, la protección judicial y las garantías judiciales en relación con las obligaciones del Estado de adoptar medidas y garantizar el cumplimiento de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante ”Convención Americana”), en perjuicio de Diego Paredes Peña.
2. El peticionario señaló que el 16 de agosto de 1995 se dictó auto cabeza de proceso por la presunta disposición arbitraria de fondos reservados en contra de agentes del Gobierno ecuatoriano y que el 20 de septiembre de 1995 se hizo extensivo el sumario, con orden de prisión preventiva, en contra de Diego Paredes Peña, en el grado de complicidad en el delito de enriquecimiento ilícito.  

3. El peticionario alegó que ante la orden de prisión preventiva dictada contra Diego Paredes Peña el 17 de mayo de 1996 se solicitó que se le fijase fianza para dejar la prisión preventiva sin efecto, a lo que se respondió que la caución sería fijada en su momento procesal.  Alega que ante dicha respuesta el 14 de abril de 1997 interpuso acción de amparo constitucional, la cual no fue respondida a pesar de que el plazo para su resolución era de 48 horas.
4. El peticionario alegó que la Corte Suprema de Justicia (CSJ) fijó la caución el 10 de junio de 1997 y que el monto no fue calculado de acuerdo a lo establecido en la normativa, lo cual constituyó una violación a la ley ecuatoriana pero que dicha decisión no fue apelada “pues ello habría implicado la prolongación indefinida de su prisión”.  Indicó que a pesar del cálculo incorrecto, la caución fue ofrecida.
5. El peticionario sostuvo que el 8 de septiembre de 1998 la Corte Suprema de Justicia encontró culpable a Diego Paredes Peña por la comisión del delito de peculado en grado de complicidad, sin determinar la responsabilidad del autor del delito.  Alegó que se le sentenció por un delito distinto de aquél por el que fue procesado (enriquecimiento ilícito), lo cual violó su derecho a la defensa y al debido proceso. 
6. En respuesta al argumento del Estado sobre la falta de agotamiento del recurso de amparo constitucional, el peticionario alegó que recurrió la sentencia condenatoria, pero que la CSJ “tenía emitido un instructivo a los jueces para que se abstengan de recursos de amparo por falta de ley”.  Alegó que dicho instructivo constituía per se una violación al artículo 25 de la Convención Americana, dado que impedía el ejercicio del recurso constitucional.

7. Finalmente, el peticionario sostuvo que pese al tiempo transcurrido desde la interposición del recurso de apelación en contra de dicha sentencia, aún no se había dictado una resolución definitiva, lo cual configuraba una denegación de justicia y un retardo injustificado en la tramitación del recurso; pues se habían excedido los plazos previstos en el Código de Procesamiento Penal.  El peticionario cuestionó la razonabilidad del tiempo empleado por el Estado debido a “la falta de atención a las peticiones relacionadas, los plazos de resolución que resultan abusivos […] y la persecución orquestada por el Estado ecuatoriano contra el señor Diego Paredes Peña […]”.
II. POSICIÓN DEL ESTADO

8. En respuesta al reclamo el Estado sostuvo que la petición era inadmisible dado que el peticionario no agotó el recurso de amparo constitucional contra la Sentencia de la CSJ.  Alegó que Diego Paredes Peña ha ejercido su derecho a la defensa, ha acudido libremente ante los tribunales de justicia a pedir que le sean actuadas sus pretensiones y siempre se ha encontrado asistido por un abogado.

9. Indicó que los órganos competentes para conocer los recursos de amparo constitucional son los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo y en los días feriados los jueces de lo penal, mas no la Corte Suprema de Justicia, por lo que fue equivocada la acción planteada por el peticionario.  Asimismo, el Estado alega que no es cierto que exista un instructivo de la Corte Suprema de Justicia para que no se acepte la tramitación de los recursos de amparo.
10. El Estado señaló que, el 8 de septiembre de 1998, fecha en la que se dictó la sentencia en contra de Diego Paredes Peña, se encontraba vigente la nueva Constitución Política de la República del Ecuador la cual prohibía la suspensión del procedimiento penal para los delitos de peculado y enriquecimiento ilícito, cuando los responsables de estas infracciones se encontrasen prófugos.  El Estado alegó que “… la acción para perseguirlos y las penas correspondientes serán imprescriptibles y, en estos casos, los juicios se iniciarán y continuarán aún en la ausencia de los acusados…”.  Sostuvo que en consecuencia en el presente caso no existía cosa juzgada y por lo tanto no se habían agotado los recursos internos.
11. El Estado alegó que los recursos de jurisdicción interna no habían sido agotados, dado que la apelación interpuesta contra la Sentencia dictada por la CSJ se encontraba en conocimiento de la Primera Sala de lo Penal de la CSJ.
III. TRAMITACIÓN ANTE LA CIDH

12. La petición fue registrada bajo el número 11.776.  Tras efectuar un análisis preliminar, el 29 de abril de 1998 la CIDH procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, para que presente sus observaciones.  El 19 de mayo de 1998 el peticionario solicitó la suspensión de la tramitación de la petición, sin perjuicio de que en el futuro se pudiese reactivar.  
13. El 15 de junio y el 30 de septiembre de 1998 el Estado presentó sus observaciones.  El 9 de octubre de 1998 el peticionario solicitó a la CIDH la reactivación del trámite y remitió sus observaciones, por lo que las observaciones fueron trasladadas a ambas partes el 31 de diciembre de 1998.  El Estado presentó su respuesta el 16 de febrero de 1999 y el peticionario la presentó el 25 de mayo de 1999.  El 17 de agosto de 1999 fue trasladada al peticionario la respuesta del Estado de febrero de 1999, para sus observaciones.

14. El 16 de abril de 2009 la CIDH solicitó al peticionario información actualizada a fin de determinar si subsisten los motivos de la petición de acuerdo a lo establecido en el artículo 48 (1)(b) y le indicó que de no recibirse tal información dentro del plazo de un mes la CIDH podría archivar el expediente de la petición conforme al artículo 48(1)(b) de la Convención Americana y al artículo 42 de su Reglamento.  El peticionario no presentó la información solicitada.
IV. FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
15. Tanto el artículo 48.1 inciso b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

16. En la presente petición se alegó la violación de los derechos consagrados en los artículos 7.5, 8.2 y 25 en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana como consecuencia del proceso penal iniciado contra Diego Paredes Peña.  El Estado, por su parte, alegó la falta de agotamiento de los recursos internos dado que una apelación se encontraba pendiente de resolución.
17. En el presente trámite desde mayo de 1999 el peticionario no respondió a las observaciones del Estado ni han ampliado o actualizado la información sobre sus reclamos.  El peticionario tampoco respondió a la solicitud de información actualizada enviada por la CIDH en abril de 2009.
18. En consecuencia, no es posible determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que no es posible continuar con la tramitación de la petición.  Por lo tanto, de conformidad al artículo 48(1) inciso (b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
